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El Ministro de Administraciones Públicas.
La Ministra de Cultura.
La Ministra de Sanidad y Consumo.
La Ministra de Medio Ambiente.
La Ministra de Vivienda.
El Director del Gabinete de la Presidencia del

Gobierno.
El Director de la Oficina Económica del Presi-

dente del Gobierno.
El Secretario de Estado de Defensa.
El Secretario de Estado de Hacienda y Presu-

puestos.
El Secretario de Estado de Economía.
El Secretario de Estado de Universidades e Inves-

tigación, que actuará como Secretario de la Comi-
sión.

El Secretario de Estado de Telecomunicaciones
y para la Sociedad de la Información.

El Secretario General de Política Científica y Tec-
nológica.

El Secretario General de Empleo.
El Secretario General de Sanidad.»

Dos. El artículo 2 queda redactado en los siguientes
términos:

«Artículo 2. Comisión Permanente de la Comisión
Interministerial de Ciencia y Tecnología.
La Comisión Permanente de la Comisión Inter-

ministerial de Ciencia y Tecnología, que desempe-
ñará las funciones que le encomiende esta Comi-
sión, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7
de la Ley 13/1986, de 14 de abril, estará integrada
por los siguientes miembros:

a) La Vicepresidenta Primera del Gobierno y
Ministra de la Presidencia, que la presidirá.

b) El Vicepresidente Segundo del Gobierno y
Ministro de Economía y Hacienda.

c) Los Ministros de Educación y Ciencia, de
Industria, Turismo y Comercio, de Agricultura, Pes-
ca y Alimentación, de Cultura y de Sanidad y Con-
sumo.

d) El Director de la Oficina Económica del Pre-
sidente del Gobierno, la Secretaria de Estado de
Cooperación Internacional, el Secretario de Estado
de Defensa, el Secretario de Estado de Hacienda
y Presupuestos y el Secretario de Estado de Uni-
versidades e Investigación, que actuará como
Secretario de esta Comisión Permanente, el Secre-
tario de Estado de Telecomunicaciones y para la
Sociedad de la Información, la Subsecretaria de
Medio Ambiente y el Secretario General de Indus-
tria.»

Disposición adicional única. Modificación derivada de
la reestructuración de los departamentos ministeria-
les.

Las menciones del Ministerio y de la Ministra de Cien-
cia y Tecnología que se contienen en el Real Decreto
1786/2000, de 27 de octubre, deben entenderse refe-
ridas al Ministerio de Educación y Ciencia y a su titular.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 6 de septiembre de 2004.
JUAN CARLOS R.

La Ministra de Educación y Ciencia,

MARÍA JESÚS SAN SEGUNDO GÓMEZ DE CADIÑANOS

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

15818 REAL DECRETO 1865/2004, de 6 de sep-
tiembre, por el que se regula el Consejo Nacio-
nal de la Discapacidad.

La Orden de 17 de junio de 1999 creó y reguló
el Consejo Estatal de las Personas con Discapacidad,
con el fin de institucionalizar la colaboración del movi-
miento asociativo de las personas con discapacidad y
de la Administración General del Estado en la definición
y coordinación de una política coherente de atención
integral.

La disposición final segunda de la Ley 51/2003, de
2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no dis-
criminación y accesibilidad universal de las personas con
discapacidad, ordena al Gobierno que en un plazo de
seis meses desde su entrada en vigor modifique la nor-
mativa reguladora del Consejo Estatal de Personas con
Discapacidad, al objeto de adecuarla a lo establecido
en el artículo 15.3 de dicho texto legal que le atribuye
funciones en materia de igualdad de oportunidad y no
discriminación, y en particular, a su nueva denominación
como Consejo Nacional de la Discapacidad.

Por su parte, la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Orga-
nización y Funcionamiento de la Administración General
del Estado, regula la creación de órganos colegiados
y los requisitos para constituirlos.

Por otro lado, la experiencia acumulada en los últimos
años y el nuevo enfoque de los derechos humanos en
la actuación sobre la discapacidad han puesto de mani-
fiesto la necesidad de actualizar determinados aspectos
de la estructura y composición del Consejo, a fin de
agilizar su funcionamiento, reforzar su representatividad,
otorgarle una mayor autonomía institucional y garantizar
la eficacia de sus actuaciones que han de inspirarse en
los principios de vida independiente, normalización, acce-
sibilidad universal, diseño para todos, diálogo civil y trans-
versalidad de las políticas en materia de discapacidad.

Con la regulación de este Consejo, se da así impulso
al principio de diálogo civil, en virtud del cual las orga-
nizaciones representativas de personas con discapaci-
dad y de sus familias participan en la elaboración, eje-
cución, seguimiento y evaluación de las políticas oficiales
que se desarrollan en la esfera de las personas con
discapacidad.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, con la aprobación previa del Ministro
de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reunión del día 3 de septiembre de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Naturaleza y fines.

1. El Consejo Nacional de la Discapacidad es el órga-
no colegiado interministerial, de carácter consultivo, ads-
crito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en el
que se institucionaliza la colaboración del movimiento
asociativo de las personas con discapacidad y sus fami-
lias y la Administración General del Estado, para la defi-
nición y coordinación de una política coherente de aten-
ción integral.

2. En particular, corresponde al Consejo Nacional
de la Discapacidad la promoción de la igualdad de opor-
tunidades y no discriminación de las personas con dis-
capacidad.
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Artículo 2. Funciones del Consejo Nacional de la Dis-
capacidad.

1. Para el cumplimiento de los fines señalados, el
Consejo Nacional de la Discapacidad desarrollará las
siguientes funciones:

a) Promover los principios y líneas básicas de polí-
tica integral para las personas con discapacidad en el
ámbito de la Administración General del Estado, incor-
porando el principio de transversalidad.

b) Presentar iniciativas y formular recomendaciones
en relación con planes o programas de actuación.

c) Conocer y, en su caso, presentar iniciativas en
relación a los fondos para programas de personas con
discapacidad y los criterios de distribución.

d) Emitir dictámenes e informes, de carácter pre-
ceptivo y no vinculante, sobre aquellos proyectos nor-
mativos y otras iniciativas relacionadas con el objeto
del Consejo que se sometan a su consideración y, en
especial, en el desarrollo de la normativa de igualdad
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad uni-
versal.

e) Promover el desarrollo de acciones de recopila-
ción, análisis, elaboración y difusión de información.

f) Impulsar actividades de investigación, formación,
innovación, ética y calidad en el ámbito de la discapa-
cidad.

g) Conocer las políticas, fondos y programas de la
Unión Europea y de otras instancias internacionales y
recibir información, en su caso, sobre las posiciones y
propuestas españolas en los foros internacionales.

h) Cualquier otra función que, en el marco de sus
competencias, se le atribuya por alguna disposición legal
o reglamentaria.

2. Todas las funciones enumeradas anteriormente
se atribuyen sin menoscabo de las que correspondan
a otros órganos de representación y participación legal-
mente establecidos.

Artículo 3. Composición.

El Consejo Nacional de la Discapacidad está cons-
tituido por el presidente, tres vicepresidentes, 30 vocales,
cuatro asesores expertos y el secretario.

Artículo 4. Presidencia.

1. Será Presidente del Consejo el Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales.

2. Corresponde al Presidente:

a) Dirigir, promover y coordinar la actuación del
Consejo.

b) Ostentar la representación y ejercer las acciones
que correspondan al Consejo Nacional de la Discapa-
cidad.

c) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias
y extraordinarias del Pleno y la fijación del orden del
día de las sesiones teniendo en cuenta las propuestas
y peticiones de sus miembros.

d) Presidir las sesiones del Pleno y moderar el
desarrollo de los debates y suspenderlos por causas
justificadas.

e) Velar por el cumplimiento de la normativa vigente.
f) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos

del Consejo Nacional de la Discapacidad.
g) Cuantas otras sean inherentes a su condición de

Presidente.

Artículo 5. Vicepresidencias.

1. Será Vicepresidente primero el titular de la Secre-
taría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Dis-
capacidad, quien sustituirá al Presidente en caso de
vacante, ausencia o enfermedad.

2. Será Vicepresidente segundo el titular de la Direc-
ción General de Coordinación de Políticas Sectoriales
sobre la Discapacidad, quien sustituirá al Presidente en
caso de vacante, ausencia o enfermedad, en defecto
del Vicepresidente primero.

3. Será Vicepresidente tercero un representante del
sector asociativo de las personas con discapacidad y
de sus familias, elegido por y entre los vocales de las
organizaciones representadas en el Consejo, quienes,
igualmente, elegirán a un suplente para los casos de
ausencia, vacante o enfermedad.

4. Los Vicepresidentes primero y segundo, además
de las funciones señaladas en los apartados anteriores,
desempeñarán aquellas otras que les sean delegadas
por el Presidente y cuantas sean inherentes a su con-
dición.

Artículo 6. Vocalías y asesores expertos.

1. Serán vocales del Consejo, garantizando la par-
ticipación equilibrada por razón de género:

a) 15 vocales en representación de la Administra-
ción General del Estado en función de sus competencias
en materias relacionadas directa o indirectamente con
las personas con discapacidad y sus familias, conforme
a la siguiente distribución:

1.o Por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales:
el titular de la Dirección General del Instituto Nacional
de la Seguridad Social, el titular de la Dirección General
del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, el titular
de la Dirección Técnica del Real Patronato sobre Dis-
capacidad y el titular de la Dirección General del Servicio
Público de Empleo Estatal.

2.o Por otros departamentos, un representante, con
rango de director general, de los siguientes ministerios:
de Asuntos Exteriores y de Cooperación; de Justicia; de
Economía y Hacienda; del Interior; de Fomento; de Edu-
cación y Ciencia; de Industria, Turismo y Comercio; de
la Presidencia; de Administraciones Públicas; de Sanidad
y Consumo, y de Vivienda.

b) 15 vocales representantes de las asociaciones
de utilidad pública más representativas de ámbito estatal
que agrupen a las organizaciones más representativas
de los diferentes tipos de discapacidad.

2. En el desarrollo de su cargo, los vocales están
facultados para:

a) Participar en los debates, efectuar propuestas y
elevar recomendaciones.

b) Participar en la elaboración de los informes y de
los dictámenes en los términos que, en cada caso, el
Pleno acuerde.

c) Ejercer su derecho a voto, y formular su voto
particular, así como expresar el sentido de su voto y
los motivos que lo justifican.

d) Formular ruegos y preguntas.
e) Obtener la información precisa para cumplir las

funciones asignadas.
f) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes

a su condición de vocales.

3. En ningún caso los vocales podrán atribuirse la
representación o facultades del Consejo, salvo que expre-
samente se les haya otorgado por acuerdo del órgano
colegiado y para casos concretos.
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4. Para cada uno de los vocales del Consejo el Minis-
tro de Trabajo y Asuntos Sociales designará de la misma
forma un suplente, para que sustituya al titular en caso
de ausencia, vacante o enfermedad. La duración de las
sustituciones quedará limitada al tiempo de mandato
que restase al vocal sustituido.

5. El Consejo contará, así mismo, con cuatro ase-
sores expertos designados por el titular del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales de entre personas de reco-
nocido prestigio y trayectoria en materias relacionadas
con las personas con discapacidad y sus familias. Dichos
asesores, con voz y sin voto, participarán en las sesiones
de los órganos del Consejo, prestando su conocimiento
experto.

6. El nombramiento de los vocales del Consejo
Nacional de la Discapacidad se regirá por el siguiente
procedimiento:

a) Los vocales en representación de la Administra-
ción General del Estado serán nombrados por el Ministro
de Trabajo y Asuntos Sociales, a propuesta de los res-
pectivos departamentos.

b) Los vocales titulares representantes de las aso-
ciaciones de utilidad pública más representativas de
ámbito estatal que agrupen a las organizaciones más
representativas de los diferentes tipos de discapacidad
serán nombrados por el Ministro de Trabajo y Asuntos
Sociales, a propuesta de los órganos de gobierno de
dichas asociaciones.

Artículo 7. Secretaría.

1. Actuará como secretario, con voz pero sin voto,
el responsable de la unidad correspondiente de la Direc-
ción General de Coordinación de Políticas Sectoriales
sobre la Discapacidad que tenga atribuidas las compe-
tencias específicas en materia de discapacidad, que
podrá ser asistido por el personal de apoyo necesario
para el desempeño de sus cometidos.

2. Corresponde al secretario:

a) Asistir a las reuniones de los órganos del Consejo.
b) Convocar las sesiones, acompañando el orden

del día con una antelación mínima de 48 horas, por
orden de su Presidente, así como enviar las citaciones
a los miembros del Consejo. En todo caso, la información
sobre los temas que figuren en el orden del día estará
en la secretaría del Consejo a disposición de sus miem-
bros.

c) Recibir los actos de comunicación de los miem-
bros con los órganos del Consejo y, por tanto, las noti-
ficaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cual-
quier otra clase de escritos de los que deba tener cono-
cimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar
y autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictáme-
nes y acuerdos aprobados.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición de secretario.

Artículo 8. Funcionamiento.

1. El Consejo Nacional de la Discapacidad funcio-
nará en Pleno y en Comisión Permanente. La sede del
Consejo Nacional de la Discapacidad será la del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, que deberá ser nece-
sariamente accesible para las personas con discapaci-
dad.

2. El Consejo Nacional de la Discapacidad podrá
constituir comisiones o grupos de trabajo para el mejor
desempeño de sus fines, a los que se podrá invitar, a
propuesta del Vicepresidente primero del Consejo, a

expertos seleccionados por razón de la materia a tratar
en cada reunión, sin perjuicio de los cuatro asesores
expertos a que se refiere el artículo 3.

3. Las convocatorias, notificaciones y comunicacio-
nes, así como la documentación de soporte que emanen
del Consejo y de sus órganos, deberán realizarse, en
todo caso, con formato accesible para las personas con
discapacidad. De igual modo, en las sesiones que cele-
bren el Consejo y sus órganos deberá garantizarse la
accesibilidad de la comunicación.

4. El Consejo dispondrá un sitio oficial en Internet,
accesible para personas con discapacidad, con arreglo
a criterios de accesibilidad generalmente admitidos, en
los que se informará de sus funciones, actividades y
servicios, así como, en general, sobre igualdad de opor-
tunidades y no discriminación de personas con disca-
pacidad.

Artículo 9. Pleno del Consejo Nacional de la Discapa-
cidad.

1. Serán funciones del Pleno:

a) Establecer las líneas generales de actuación del
Consejo.

b) Atender las consultas que le sean formuladas por
los departamentos ministeriales u otras entidades, en
materias relacionadas con las personas con discapacidad
y sus familias, y emitir los correspondientes dictámenes.

c) Solicitar la información necesaria sobre los asun-
tos objeto de la competencia del Consejo, de acuerdo
con lo establecido en el artículo 2.

d) Elegir a los vocales de la Comisión Permanente
respetando los criterios de proporcionalidad y represen-
tación del Pleno.

e) Establecer comisiones y grupos de trabajo para
la elaboración de estudios, informes, propuestas y
desarrollo de actividades sobre asuntos de su compe-
tencia.

f) Aprobar las propuestas de resolución que, ela-
boradas por la Comisión Permanente y la Oficina Espe-
cializada, le fuesen presentadas.

g) Aprobar el reglamento de funcionamiento interno
del Consejo.

h) Aprobar la memoria anual del Consejo.

2. El Pleno del Consejo Nacional de la Discapacidad
celebrará al menos dos sesiones ordinarias al año, y
podrá reunirse en sesiones extraordinarias siempre que
lo convoque el Presidente por propia iniciativa o a peti-
ción de un tercio de sus miembros.

Artículo 10. Comisión Permanente.

1. La Comisión Permanente es el órgano ejecutivo
del Consejo, sin perjuicio de lo establecido en este real
decreto para la Oficina Especializada, y estará constituida
por un presidente, 16 vocales, dos asesores expertos
y un secretario.

2. Será presidente de la Comisión Permanente el
Vicepresidente primero del Consejo.

3. Son vocales de la Comisión Permanente:

a) Ocho de los que en el Pleno participan en repre-
sentación de la Administración General del Estado por
los ministerios siguientes: Justicia; Economía y Hacienda;
Fomento; Educación y Ciencia; Trabajo y Asuntos Socia-
les; Administraciones Públicas; Sanidad y Consumo, y
Vivienda.

b) Ocho de las organizaciones de personas con dis-
capacidad y sus familias representadas de entre los que
forman parte del Pleno del Consejo.
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4. Los asesores expertos serán nombrados por el
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

5. Actuará de secretario, con voz pero sin voto, el
que lo sea del Pleno del Consejo.

6. La Comisión Permanente celebrará al menos cua-
tro sesiones ordinarias al año, y podrá reunirse en sesión
extraordinaria siempre que lo convoque el Presidente
por propia iniciativa o a petición de un tercio de sus
miembros.

Artículo 11. Oficina Permanente Especializada.

1. La Oficina Permanente Especializada es el órgano
del Consejo, de carácter permanente y especializado,
encargado de promover la igualdad de oportunidades,
no discriminación y accesibilidad universal de las per-
sonas con discapacidad.

2. Serán funciones de la Oficina las siguientes:
a) Prestar asesoramiento y apoyo legal a las víctimas

de discriminación por razón de discapacidad.
b) Estudiar y analizar las denuncias en materia de

discriminación por razón de la discapacidad, sin perjuicio
de las atribuciones de los organismos y autoridades que
sean competentes.

c) Proponer al Pleno, para su consideración, medi-
das o decisiones que prevengan estructural o coyun-
turalmente situaciones de discriminación por razón de
discapacidad en los ámbitos establecidos en la Ley
51/2003, de 2 de diciembre.

d) Elaborar, con carácter anual, para su elevación
al Pleno del Consejo, un informe sobre la situación de
la igualdad de oportunidades, no discriminación y acce-
sibilidad universal de las personas con discapacidad y
sus familias.

e) Colaborar con los órganos judiciales y adminis-
trativos en los asuntos que éstos le requieran.

f) Aquellas otras que pueden atribuirsele en virtud
de disposiciones normativas con rango legal o reglamen-
tario.

Artículo 12. Duración del mandato.

1. El mandato de los vocales y asesores expertos
del Consejo Nacional de la Discapacidad tendrá una dura-
ción de cuatro años.

2. Transcurrido el periodo de duración del mandato,
se procederá a la disolución del Consejo y a su reno-
vación; no obstante, el Consejo saliente permanecerá
en funciones hasta el nombramiento de los nuevos
vocales.

Artículo 13. Renovación del Consejo.

La renovación de las vocalías y asesores expertos
se realizará por el procedimiento indicado en el artícu-
lo 6.

Artículo 14. Cese de los miembros del Consejo.

1. Los vocales y asesores expertos del Consejo cesa-
rán por cualesquiera de las siguientes causas:

a) Renuncia.
b) Dejar de concurrir los requisitos que determina-

ron su designación.
c) Haber cesado como miembro de la federación,

asociación o institución a la que representa.
d) Por incumplimiento grave de sus obligaciones,

a propuesta del Pleno del Consejo, aprobada por mayoría
cualificada de dos tercios.

2. La competencia para el cese de los miembros
corresponde al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

3. Producida una vacante, se procederá a su cober-
tura mediante nombramiento del Ministro de Trabajo
y Asuntos Sociales a propuesta de quienes corresponda
efectuarla de conformidad con lo regulado en este real
decreto.

4. Hasta que se cubra la vacante, el vocal cesante
será sustituido por su suplente.

Artículo 15. Compensación económica por asistencia
a reuniones.

Los vocales representantes de las organizaciones de
personas con discapacidad y de sus familias, cuya resi-
dencia habitual esté ubicada en localidad distinta a aqué-
lla en la que se celebre la reunión, recibirán una com-
pensación económica igual a la establecida para los fun-
cionarios públicos en el Real Decreto 462/2002, de 24
de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio,
para satisfacer los gastos originados por el desplaza-
miento, el alojamiento y la manutención, en las cuantías
establecidas para el grupo 1.

Disposición adicional primera. Normativa aplicable.

Sin perjuicio de las peculiaridades previstas en el
reglamento de funcionamiento interno que apruebe el
Pleno, el Consejo Nacional de la Discapacidad se ajustará
a las normas de organización y funcionamiento esta-
blecidas en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Disposición adicional segunda. Medios personales y
materiales.

La provisión de medios personales y materiales nece-
sarios para el correcto funcionamiento del Consejo
Nacional de la Discapacidad será con cargo a las dota-
ciones presupuestarias del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales, sin que ello suponga ampliación de plantilla
o de créditos presupuestarios.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada cualquier disposición de igual o infe-
rior rango que se oponga a lo dispuesto en este real
decreto y, expresamente, la Orden de 17 de junio de
1999, por la que se crea el Consejo Estatal de las Per-
sonas con Discapacidad.

Disposición final primera. Oficina Especializada Perma-
nente.

En un plazo no superior a seis meses desde la entrada
en vigor de este real decreto, mediante orden del Minis-
tro de Trabajo y Asuntos Sociales se regulará la estruc-
tura y funcionamiento de la Oficina Permanente Espe-
cializada establecida en este real decreto.

Disposición final segunda. Facultad de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real
decreto.
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Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 6 de septiembre de 2004.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

15819 REAL DECRETO 1866/2004, de 6 de sep-
tiembre, por el que se aprueba el Plan nacional
de asignación de derechos de emisión,
2005-2007.

El Plan nacional de asignación de derechos de emi-
sión es una pieza central en el sistema comunitario de
comercio de derechos de emisión. Constituye el marco
de referencia, vigente solamente para cada uno de los
periodos de tres y cinco años establecidos en el artícu-
lo 15 del Real Decreto Ley 5/2004, de 27 de agosto,
por el que se regula el régimen del comercio de derechos
de emisión de gases de efecto invernadero, en el que
se determina el número total de derechos de emisión
que se asignarán en cada periodo, así como el proce-
dimiento aplicable para su asignación. El artículo 17 de
aquel, de acuerdo con el anexo III de la Directi-
va 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 13 de octubre de 2003, por la que se establece un
régimen para el comercio de derechos de emisión de
gases de efecto invernadero en la Comunidad y por la
que se modifica la Directiva 96/61/CE, establece los cri-
terios de asignación que debe observar el plan nacional,
basado en criterios objetivos y transparentes y teniendo
asimismo en cuenta las alegaciones efectuadas a través
de los pertinentes cauces de información pública.

El número de derechos que se asigna debe ser cohe-
rente con los compromisos internacionales en materia
de emisiones de gases de efecto invernadero asumidos
por España, la contribución de las instalaciones incluidas
en el ámbito de aplicación al total de las emisiones nacio-
nales, las previsiones de emisión tendencial y de pro-
ducción de todos los sectores incluidos en el anexo I
del Real Decreto Ley 5/2004, de 27 de agosto, por
el que se regula el régimen del comercio de derechos
de emisión de gases de efecto invernadero, las posi-
bilidades técnicas y económicas de reducción de emi-
siones en todos los sectores y las previsiones de apertura
de nuevas instalaciones o ampliación de las existentes
durante el periodo de vigencia del plan.

El plan establece la metodología de asignación indi-
vidual que, en todo caso, deberá evitar la generación
de diferencias injustificadas que supongan una posición
de ventaja entre sectores de actividad o entre instala-
ciones incluidas en una misma actividad. Es asimismo
coherente con las posibilidades técnicas y económicas
de reducción de cada sector y tiene en cuenta las pre-
visiones de evolución.

El plan incluye también una reserva para nuevos
entrantes y la metodología aplicable para la asignación
de los derechos incluidos en dicha reserva.

La reserva para nuevos entrantes está integrada por
el conjunto de derechos que el plan reserva inicialmente
a las instalaciones cuya entrada en funcionamiento o

ampliación está prevista para el periodo de vigencia del
plan, así como los derechos previamente asignados pero
no transferidos a la cuenta de haberes de los titulares
de instalaciones cuya autorización de emisión quede
extinguida por alguna de las causas previstas en el artí-
culo 7. En el supuesto de que al final de periodo exista
un remanente, este podrá ser enajenado con arreglo
a lo dispuesto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre,
del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

El Plan nacional de asignación vigente para el periodo
2005-2007 decide una asignación de 172,31 millones
de derechos en promedio anual entre los sectores inclui-
dos en el ámbito de aplicación del Real Decreto Ley
5/2004, de 27 de agosto, incluyendo las cogeneracio-
nes no asociadas a procesos industriales contemplados
en el anexo I, establece la metodología de asignación
individual en el nivel de instalación y determina la can-
tidad de derechos correspondientes a la reserva de nue-
vos entrantes, así como su sistema de asignación.

Estas decisiones son coherentes con el objetivo esta-
blecido por el Gobierno de que las emisiones de España
en el periodo 2005-2007 se estabilicen en la media
de las emisiones de los tres últimos años disponibles
(2000-2002).

El esfuerzo de reducción adicional necesario para
cumplir con el artículo 9.1 y el anexo III de la Directiva
2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
13 de octubre de 2003, tendrá lugar en el periodo
2008-2012. Al final del periodo, las emisiones no debe-
rían sobrepasar un 24 por ciento más de las emisiones
del año 1990, teniendo en cuenta que esta cifra se alcan-
za sumando el objetivo de limitación del Protocolo de
Kioto (15 por ciento), a la estimación de absorción por
sumideros (un máximo de un dos por ciento) y los cré-
ditos que se puedan obtener en el mercado internacional
(siete por ciento).

De este modo, el Plan nacional de asignación para
el periodo 2005-2007 mantiene un reparto del esfuerzo
entre los sectores incluidos en el ámbito de aplicación
del Real Decreto Ley 5/2004, de 27 de agosto, y los
no incluidos de modo proporcional a la situación actual
en el total nacional de emisiones entre los sectores inclui-
dos (40 por ciento) y los no incluidos (60 por ciento).
Ello supone para las emisiones globales del país, inclu-
yendo los sectores incluidos y los no incluidos, un obje-
tivo de 400,7 MT de CO2 equivalente en promedio anual
para 2005-2007, con una reducción de aproximadamen-
te el 0,2 por ciento respecto a las emisiones 2002
(401,34 MT).

Este real decreto se dicta al amparo de las compe-
tencias estatales en materia de bases y coordinación
de la planificación general de la actividad económica
y en materia de legislación básica sobre protección del
medio ambiente previstas en el artículo 149.1.13.a y
23.a de la Constitución, respectivamente.

En la elaboración de este real decreto han sido con-
sultadas las comunidades autónomas.

En su virtud, de acuerdo con la establecido en el
capítulo IV del Real Decreto Ley 5/2004, de 27 de agos-
to, a propuesta de los Ministros de Medio Ambiente,
de Economía y Hacienda y de Industria, Turismo y Comer-
cio, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deli-
beración del Consejo de Ministros en su reunión del
día 3 de septiembre de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación del Plan nacional de asig-
nación de derechos de emisión, 2005-2007.

Se aprueba el Plan nacional de asignación de dere-
chos de emisión vigente para el periodo 2005-2007,
que se inserta a continuación.

La asignación de derechos de emisión de gases de
efecto invernadero para dicho periodo tendrá lugar con
arreglo a lo dispuesto en dicho plan.


